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SAI,A PRIUERA l¡littr. de Registro: LL78/89

Excmos. Sres.: ASIII[IO:Amparo promovido por
don Francisco Caro Forte.

Don Francisco Tomás y va-
Iiente SoBRE:contra Autos del Juzgado
Don Fernando García-Mon y de Distrito de Llerena' no afl¡
GonzáLez-Regueral mitiendo recurso de apelacif4t
Don Jesús Leguina Villa contra Sentencia en prpt

Don Fernando García-Mon y de Distrito de Llerena' no afl¡
GonzáLez-Regueral mitiendo recurso de apelacif4t
Don Jesús Leguina Villa contra Sentencia en prpt

cedimiento sobre juicio verbp|
de desahucio, y del Juzgado p$
la Instancia de dicha ciudaFl
confirmatorio del anterior. I i
Presunta violación del arfti
24.L de la  Const i tuc ión.  I  i

I t
l ¡
l i
t i
I I
t tn
t1

La Sección en eI asunto de referencia ha acordado df-É-
l t

tar e1 siguiente I
I
I

AUTo I
Ir l

A¡(TECEDENTES I
I
I
I

L. Don Angel Deleito Vj-lla, Procurador de los Tribt!""-
I

Ies, en nombre y representación de don Francisco Caro Forte,

por medio de escrito presentado el 22 de junio de L989, inter-

pone recurso de amparo contra Auto del Juzgado de Distrito de

Llerena, de fecha 17 de abri l  de L989, recaído en el üuicio

verbal de desahucio, autos núm. 5/L989, posteriormente, con-

firmado por Auto de 22 de mayo de L989 en el recurso de queja

promovido por eI demandante de amparo.

2. La demanda se basa en los siguientes antecedentes:

a) El recurrente es arrendatario del local comercial,

dedicado a carpintería, propiedad de doña Carmela Mena
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Carreño, sito en la cal le Coronel Castel ló s/n de Ia Ciudad

Llerena por el que pagta una renta anual de 38.L60 pesetas,

razón de 3.L80 pesetas mensuales.

b) Con fecha L9 de enero de l-989 se formuló por

Carmela Mena Carreño demanda de juicio verbal de desahucio

falta de pago de la renta del local, correspondiente a los

ses de noviembre de L987 a diciernbre de 1-988, por importe

44.520 peset,as, a Ia que no se acompañó ningrún contrato

arrendamiento, Di se pract,icó prueba alguna, señalándose
el  ju ic io verbal  e l  L7 de marzo de L989.

c) EI 1-5 de marzo de L989 el recurrente en amparo

pareció como demandado ante eI Juzgado de Distrito de LIe

y consignó, para enervar la acción, las rentas reclamadas

44.520 pesetas.  Dicha consignación fue aüni t , ida por

actora, ordenando el Juzgado la suspensión del juicio.

d) Con fecha 2L de marzo

trito de Llerena dictó Sentencia

lugar al desahucio y se condena

improrrogable plazo de dos meses

sin imposición de costas.

de L989 el Juzgado de D

por Ia que se declara

aI demandado a que en eI

desaloje el loca1 a

de

a

l a

La Sentencia señalaba que no era firme

bÍa apelación ante e1 Juzgado de le Instancia,

día interponerse ante este Juzgado por escrito

cencia, dentro de los tres días siguientes a Ia

recurso que po-

o por compare-

not i f icación.

e) Con fecha 27 de marzo de l-989, €1 promovente de1

amparo presenta recurso de apelación contra 1a Sentencia cita-

dd, según los plazos concedidos.

Por providencia del Juzgado de Distrito de Llerena, de

fecha 30 de marzo de L989, s€ a&¡it ió eI recurso de apelación

interpuesto en tiempo y forma, con remisión de 1os autos ante

el Juzgado de Primera Instancia de Llerena.
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Contra dicha provideneia, la representación de la de-

mandante en vía civil, doña Carmela Mena Carreño, interpuso

recurso de reposición por considerar infringido e1 art. L48.2

de la Ley de Arrendanientos Urbanos y, por analogía, €1 art,.

l-566 de 1a Ley de Enjuiciamiento Civil, al no haberse acreAji|

tado aI interponer la apelación tener satisfechas las rentafs

vencidas. I

I
t t

EI demandante de amparo adujo que había interpuesto $f
recurso conforme a 1o señalado en la propia Sentenci" y qn" f{"

; l

actora (civil) ni se había opuesto a Ia consignación de 4{=
rentas, Di había presentado prueba algruna sobre su contr"t"/fi"
arrendamiento, Di sobre la obligación de pagar rentas aaeilah-

f
tadasr yá que dicha actora y eI demandado habían llegado 

Fl
acuerdo de pago anual al residir en distintas poblaciones, 

Ff
tartpoco recurrió contra Ia consignación y suspensión del jr{i-

cio. 
I
I

f) EI üuzgado de Distr i to de Llerena, con fecha fZ 
fde

abril de L989, dictó auto denegando la apelación y reforma{rao

Ia Providencia de 30 de marzo de LgBg. 
I
I

Interpuesto recurso de queja contra la mencionaaa [e-
solución fue conf irmada por Auto de 22 de mayo de 1-989, diclta-

do por el Juzgado de Primera fnstancia de Llerena.

Inmediatamente de tener conocimiento eI recurrente de
la oposición de la parte actora civil a la apelación adurit,ida
inicialmente por el Juzgado de Distrito de Llerena, ttad

cautelamrr, consignó las rentas que se decían vencidas y siguió
consignándolas en prueba de su buena fe.

La demanda de amparo considera infringido eI derecho a

la  tu te la  j ud i c ia l  e fec t i va  (a r t . 24 .1 -  C .E . ) ,e  i n te resa  l a  nu -

lidad del Auto de L7 de abril de 1-989 del Juzgado de Distrito

de Llerena, recaído en los autos de juicio verbal de desahucio
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núm. 5/L989, güe declaró no haber lugar a Ia apelación de la

Sentencia de 2L de marzo de L989, y de1 Auto de 22 de mayo de

l-989 del Juzgado de Primera Instancia de Llerena,

confirmatorio de Ia anterior resolución, reconociendo expresa-

mente el derecho de1 demandante de amparo a que se admita la

mencionada apelación conforme se dispuso en providencia ae lro
$

de marzo de L989.  ñ

I
I'

Por medio de Otrosí solicita Ia suspensión de Ia tqft-

tencia de 2L de marzo de Lgag de1 Juzgado de Distrito 
lp"

Llerena. lj
ti
il

3. La Sección Primerar por providencia de 1-8 de =4p-
I '

t ienbre de l-989, a tenor de 1o dispuesto en el art. 50.3 della

LOTC, concedió un pLazo común de diez días aI Ministerio f[=-
I

cal y al solicitante de1 amparo para que dentro de1 mismo 
"1"-

garan 1o que estimaran oportuno en orden a Ia concurrenciaf de

la causa de inadurisión prevista en el art. 50.1-.c) de aifna

Ley Orgániea, consistente en carecer la demanda manifiestanpn-

te de eontenido qlue justifique una decisión por parte de #t"I
Tribunal Constitucional. I

I
4. El Ministerio Fiscal, €D escrito presentado e1 C U"

octubre de L989, después de resumir los antecedentes de 1a lde-

manda y Ia doctrina de este Tribunal en relaci-ón con el dere-

cho a la tutela judicial efectiva que reconoce eI art. 24.L

c.8., pone de manif iesto que la inadmisión del recurso de ape-

lación en su día formulado tiene su fundamento en el art.

L48.2 de Ia Ley de Arrendamientos Urbanos, que inpone Ia obli-

gación de consignar o acreditar eI pago de las rentas como re-

quisito o presupuesto procesal para Ia viabilidad de dicha

impugnación. Esta exigencia, como ha declarado la Sentencia

LO4/84, d€ L4 de noviembre, y el Auto LA99/87, de 1-3 de

octubre, entre otras resoluciones, constituye un requisito

imperativo y de orden público que debe ser apreciado rrex

off iciott por los Tribunales, requisito quer por otra parte, Do

constituye un formalismo excesLvo contrario
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aI mencionado art. 24.L de la Constitueiónr pof, Io que ni el

Auto del Juzgado de Distrito que declara no haber lugar aI re-

curso de reposición ni la inadmisión de la apelación por no

haber consignado eI apelante, arrendatario, Ias rentas venci-

das, ni tampoco el Auto del Juzgado de Primera Instancj-a

desestima eI recurso de queja vulneran eI derectro fundament

invocado.

Consecuentemente, termina solicitando se dicte auto

inadnisión del recurso de amparo formulado.

5. La representación actora, Por medio de escrito

sentado eI 4 de octubre de l-989, formula sus alegaciones

terando las resoluciones judiciales gue considera lesivas

su derecho a la tutela judicial efectivary poniendo de

fiesto que en todo el procedimiento de juicio verbal de

ahucio no existe una sola prueba ni documento que le obliqra

a pagar rentas por adelantado, yd que su pago era anual y

más se cumplió con todos los requisitos que señalaba la

tencia conforme aI art. 248.4 de la Ley Orgánica del Poder

bunal 29/L985 y 7A/L984, y de señalar que una vez gue conoció

la alegación de Ia parte actora, relativa a Ia obligación de

consignar, atendió a dicha exigencia, interesa Sentencia que

declare la nulidad de los autos recurridos, reconociendo el

derecho a Ia tutela judicial efectiva del actor, acordando

igualmente Ia suspensión de Ia ejecución de la Sentencia de 2L

de marzo de L989 deI Juzgado de Distrito, dictada en los autos

5/Le8e.

I I

FI]NDAUMITOS JI]RIDICOS

l-. Examinadas las alegacj-ones efectuadas por el Minis-

terio Fiscal y Ia representación de1 solicitante de amparo,

debe confirmarse eI criterio indiciariamente apreciado sobre

la carencia manifiesta de contenido constitucional en Ia de

reI-

paRa
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manda formulada y, consecuentemente, inadmitirse eI recurso

conforme a 1o dispuesto en eI art. 50.L.c) de Ia I-,OTC.

2. En efecto, como pone de rel ieve eI Ministerio Fis-

cal en su escrito de alegaciones, de aeuerdo con Ia propia

doctr ina de este Tr ibunal  (SSTC. LO4/L984,  29/L985 y 9O/L986,

entre otras),Ia exigencia de consigmación en tiempo de I

rentas, est,ablecida por el art. L48.2 de Ia Ley de Arrend$-

mientos Urbanos (LAU) constituye un requisito procesal de o

den público y de carácter imperat,ivo, gü€ escapa aI poder di

positivo de las partes y deI propio órgano judicial, debi

ser apreciado rrex off iciott por los Tribunales. Ta1 exigencf-a

supone gue el arrendatario gue pretenda recurrir debe contfi--

nuar abonando eI pago de las rentas de tramitación; de rnanQpa

que la continuidad en la ocupación del locaI y Ia dilación

eI cumplimiento de Ia Sentencia recurrida no tenga lugar

el efectivo pago de aquéllasr €D perjuicio de guien obt

su favor la resolución impugnada.

3 . En eI pre.sente caso, Ia inadmisión de1 recurso

apelación frente a la Senteneia que acordaba el desahucio

fundada en una causa legalmente establecida, que ha s

aplicada sin quebranto de las exigencias que comporta el

cho a la tutela judicial efectiva invocada por el

supuesta falta de precisión de la obligación mensual de pago

de Ia renta y en la aceptación de Ia consigrnación precedente,

porque, d€ una parte, según se afirma en Ia Sentencia impugna-

d€t, el propio recurrente se allanó en todos los puntos a Ia

demanda civil en Ia que se hacía referencia a rentas mensua-

les, de manera que eran, dI menos, exigibles las vencidas a

las que eI auto del Juzgado de Distrito se refiere i Y, de

otra, porque la anterior consigmación por importe de 44.520

pesetas correspondía a rentas distintas.

De otro lador €D 1o tocante a Ia ulterior consigna-

ción de rentas que se dice haber efectuado rrad cautelamrr, debe

de

tá
do
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tenerse en cuenta güe, conforme aI criterio de la propia ju-

risprudencia constitucional, no puede dejarse aI arbitrio de

las partes eI cumplimiento de los requisitos procesales y Ia

disposición del tiernpo en que han de cumplirse (ATC. 2L de no-

v iembre  de  L988 ,  R .A .  7L4 /88 ) .

Finalmente, resulta irrelevante Ia falta de constancia

en la hotificación de la carga de consignar, Yd guer con inde-

pendencia de que no es una de 1as concretas menciones a que

alude el art. 248.4 LOPJ, dicha omisión tampoco es susceptible

de inducir a error a la parte litigante, ni puede eximirla de

la debida diligencia para asumir aquélla, dando así efectivi-

dad a Ia previsión contenida en Ia correspondiente norma.

Por todo 1o expuesto, 1a Sección acuerda Ia inadnisión

del presente recurso y el archivo de las actuaciones.

Itladrid, a doce de febrero de nil novecientos noventa.
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